SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°03
                                                      RADICACIÓN:66001220400020160001700

ACCIONANTE: JUAN CAMILO CRIOLLO L.
CONCEDE AMPARO

DERECHO DE PETICIÓN/ Falta de contestación/ Presunción de veracidad 

“(…) le asiste razón al señor JUAN CAMILO CRIOLLO LÓPEZ al instaurar la tutela, porque en efecto, según aseguró desde noviembre 18 de 2015 elevó petición ante el Distrito Militar No 22 de esta ciudad- aseveración a la que debe dársele plena credibilidad en virtud de lo consagrado en el artículo 20 del Decreto 2591/91, toda vez que la entidad accionada no se pronunció dentro del término que le fue concedido-, en el cual solicitó la reliquidación (…) del valor a pagar por su libreta militar, por cuanto en su criterio las multas que allí le figuran fueron injustificadas, requerimiento que hasta el momento no ha sido resuelto.”

Citas: Corte Constitucional, sentencia T-043 de 2009 
                          REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                         PEREIRA-RISARALDA 

                                              RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cinco (05) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                   Acta de Aprobación No. 84
                                                   Hora: 8:20 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano JUAN CAMILO CRIOLLO LÓPEZ, coadyuvado por la Defensoría del Pueblo, contra el Distrito Militar No 22 de esta ciudad, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD
Los hechos a los que alude el señor CRIOLLO LÓPEZ en el escrito de tutela se pueden sintetizar así: (i) desde hace un año solicitó al Distrito Militar No 22 de Pereira la reliquidación del valor a pagar por su libreta militar, toda vez que en el mismo le aparecen unas multas por no presentación, las cuales en su criterio son injustas; (ii) dicho requerimiento no ha sido resuelto, y tampoco ha sido posible obtener una cita para solucionar esa situación; y (iii) en noviembre 18 de 2015, con la colaboración de la Defensoría del Pueblo, elevó derecho de petición ante el citado Distrito, en el cual hizo igual solicitud, pero hasta el momento no ha recibido ninguna respuesta al respecto.

Con fundamento en lo anterior considera afectado su derecho de petición, cuyo amparo solicita, y en consecuencia; se ordene a esa dependencia responder de manera inmediata su petición, y en ese sentido se le asigne una citad para reliquidar el recibo de su libreta militar, teniendo en consideración la reducción de multas solicitada por él.
3.- CONTESTACIÓN

El Distrito Militar No. 22, el cual no se pronunció dentro del término que le fue concedido.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por el accionante.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069 de 2015 -Decreto único reglamentario del sector justicia y del derecho-.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación al derecho fundamental de petición del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar la entidad involucrada a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. Se observa entonces que la acción de amparo ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, se tiene que el ciudadano JUAN CAMILO CRIOLLO LÓPEZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra su derecho fundamental de petición, como quiera que por parte de la entidad accionada -esto es el Distrito Militar No. 22- no se ha dado respuesta de fondo a la solicitud que elevó desde noviembre 18 de 2015.

La H. Corte Constitucional
 ha predicado, cuando se trata de proteger el derecho de petición, que el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este garantía constitucional no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto, existen lineamientos generales trazados por la jurisprudencia constitucional, por ejemplo, en la sentencia T-043/09:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado
:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental
 […]” -negrillas fuera de texto-

La Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 de la referida norma y en relación con el término para dar respuesta a las peticiones, contempla que:
 “[…] Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades ' en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto [...]”
En el sub lite se avizora que le asiste razón al señor JUAN CAMILO CRIOLLO LÓPEZ al instaurar la tutela, porque en efecto, según aseguró desde noviembre 18 de 2015 elevó petición ante el Distrito Militar No 22 de esta ciudad- aseveración a la que debe dársele plena credibilidad en virtud de lo consagrado en el artículo 20 del Decreto 2591/91, toda vez que la entidad accionada no se pronunció dentro del término que le fue concedido-, en el cual solicitó la reliquidación de su libreta del valor a pagar por su libreta militar, por cuanto en su criterio las multas que allí le figuran fueron injustificadas, requerimiento que hasta el momento no ha sido resuelto.

En esas condiciones, de conformidad con lo brevemente expuesto, se accederá al amparo del derecho constitucional invocado, y en consecuencia, se ordenará a la entidad accionada que, de no haberlo hecho, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión proceda a dar respuesta de fondo, clara, precisa y congruente con lo solicitado por el peticionario CRIOLLO LÓPEZ,  a quien se deberá enterar en debida forma al respecto.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición vulnerado al ciudadano JUAN CAMILO CRIOLLO LÓPEZ.
SEGUNDO: SE ORDENA al Distrito Militar No. 22 de esta ciudad, que si aún no lo ha hecho, en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia emita una respuesta de fondo, clara, precisa y congruente con lo solicitado por el señor CRIOLLO LÓPEZ ante esa entidad en noviembre 18 de 2015, a quien deberá enterar en debida forma al respecto.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-669/03.


� Sentencia T-159/93. El actor interpuso acción de tutela a nombre de su hijo, quien había perdido el 100% de su capacidad laboral con el fin de que se le protegiera el derecho fundamental de petición y en consecuencia se le reconociera y pagara la pensión de invalidez a que tenía derecho. No obstante, luego de más de dos años de presentada la solicitud, la demandada no había respondido. En la sentencia T-1160  A /01, M. P. Manuel José Cepeda se concedió la tutela a una persona que había interpuesto recurso de apelación contra la decisión negativa de pensión de invalidez de origen no profesional y pasados más de seis meses no había obtenido respuesta alguna.”


� Sentencia T-178/00.”


� Sentencia T-615/98
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